Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA (Cecilia Bottino).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 33) 


Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: "Dar cuenta 
de los asuntos entrados". 


—Carpeta N* 60/2016. DERECHO DE PETICIÓN (Artículo 30 de la Constitución de la 
República) Solicitud de ciudadanos de distintas asociaciones relacionada con la designación de la 
Comisión para integrar el Consejo de Comunicación Audiovisual, de acuerdo con los artículos 74 y 75 
de la Ley N?* 19.307, de 29 de diciembre de 2014 (Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual) - 
Distribuido N* 36/2016. 


—Oficio de la Junta Departamental de Florida comunicando que no acepta las observaciones 
realizadas por el Tribunal de Cuentas al Proyecto de Presupuesto Operativo del Período 2016-2020 
para la Intendencia de Florida. Plazo constitucional vence el 13 de junio de 2016. (Distribuido 
N?* 32/2016). 


—Oficio de la Junta Departamental de Montevideo, comunicando que no acepta las 
observaciones realizadas por el Tribunal de Cuentas al Proyecto de Presupuesto Operativo del Período 
2016-2020 para la Intendencia de Montevideo. Plazo constitucional vence el 15 de junio de 2016. 
(Distribuido N* 39/2016). 


—Oficios de las Juntas de Departamentales de Artigas y Cerro Largo comunicando que no 
aceptan las observaciones realizadas por el Tribunal de Cuentas al Proyecto de Presupuesto Operativo 
del Período 2016-2020 para sus respectivas intendencias. Plazo constitucional vence el 18 de junio de 
2016. (Distribuidos Nos. 35 y 31/2016). 


—Oficios de las Juntas de Departamentales de Durazno, Rocha, Maldonado, Flores, Paysandú 
y Tacuarembó comunicando que no acepta las observaciones realizadas por el Tribunal de Cuentas al 
Proyecto de Presupuesto Operativo del Período 2016-2020 para sus respectivas intendencias. Plazo 
constitucional vence el 19 de junio de 2016. (Distribuidos Nos. 34, 43, 42, 41, 44 y 45/2016). 


—Oficio de la Junta de Departamental de San José comunicando que no acepta las 
observaciones realizadas por el Tribunal de Cuentas al Proyecto de Presupuesto Operativo del Período 
2016-2020 para la Intendencia de San José. Plazo constitucional vence el 21 de junio de 2016. 
(Distribuido N* 40/2016). 


—Oficio de la Junta de Departamental de Colonia comunicando que no acepta las 
observaciones realizadas por el Tribunal de Cuentas al Proyecto de Presupuesto Operativo del Período 
2016-2020 para la Intendencia de Colonia. Plazo constitucional vence el 22 de junio de 2016. 
(Distribuido N* 37/2016). 


-Se pasa a considerar el segundo punto del orden del día: "DERECHO DE PETICIÓN 
(Artículo 30 de la Constitución de la República). Solicitud de varias organizaciones en relación al 
proceso parlamentario para la elección de Ministros de la Suprema Corte de Justicia". 


La Comisión de Constitución y Legislación de la Asamblea General tiene el agrado de recibir 
a una delegación de la Asociación de Magistrados del Uruguay integrada por las doctora Isaura 
Tórtora, jueza letrada de primera instancia de Pando de 1er. turno, la doctora Andrea Cayeaux, jueza 


letrada de primera instancia de Treinta y Tres de 3er. turno, el doctor Marcos Seijas, juez letrado de 
primera instancia de Atlántida de 1er. turno y el doctor Emilio Baccelli, juez letrado de primera instancia 
de Artigas de 2” turno. 


SEÑOR SEIJAS.- Soy Vicepresidente de la Asociación de Magistrados del Uruguay. 


Señora presidenta de la Comisión, señoras y señores legisladores: muy buenas tardes. Antes 
que nada, queremos pedir disculpas porque tuvimos que suspender la venida anterior debido a 
razones de fuerza mayor. 


En primer término, nuestra Asociación quiere agradecer profundamente al Parlamento 
nacional la confianza que se nos brinda al habernos invitado para exponer nuestra opinión sobre una 
petición formulada por un número importante de organizaciones sociales y sobre el proyecto de ley 
presentado por el Colegio de Abogados del Uruguay, referido al proceso de designación de los señores 
ministros de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


En octubre de 2014, cuando la actual comisión directiva entró en funciones, como primera 
tarea realizó una ronda de conversaciones con las fórmulas presidenciales de los distintos partidos 
políticos que intervinieron en la última contienda electoral. En ese entonces ofrecimos el apoyo que hoy 
se nos requiere. Ante la invitación recibida se designó una comisión para estudiar el tema. 


La comisión directiva, a su solicitud, recibió en nuestra sede una delegación integrada por las 
doctoras Morelli y Deus, por los colectivos Mujer Ahora e lACI, el pasado 2 de mayo. 


A continuación, los colegas harán la presentación del tema, quedando abiertos a las 
preguntas que los señores legisladores entiendan pertinente formular. 


Sobre la propuesta del Colegio de Abogados del Uruguay, el 16 de octubre de 2013 se 
remitió nota donde se plasma la posición de la Asociación, que hoy día se mantiene. El documento está 
en el repartido que tienen los señores legisladores. 


Muchas gracias. 
SEÑORA TÓRTORA.- Buenas tardes. Soy jueza penal de Pando de 1er. turno. 


Voy a comenzar la exposición refiriéndome a temas destacables de la petición de las 
organizaciones sociales. Tal vez, como consecuencia de nuestra área de actuación y experticia, hemos 
analizado la petición formulada encontrando tres aspectos que merecen especial destaque por estar 
vinculados con los objetivos de nuestra Asociación 


Ala vez de ser un compromiso de respeto, son exigencias de respeto: de la carrera funcional, 
de la independencia judicial y de la transparencia de la función pública. 


En relación a la carrera judicial, como es de conocimiento de los señores legisladores, en 
Uruguay la administración de justicia está compuesta por alrededor de quinientos jueces, con una 
integración mayoritariamente femenina. Gran parte del universo considerado ha egresado del Centro 
de Estudios Judiciales del Uruguay, CEJU. Comenzamos nuestras carreras desde las categorías 
inferiores de la pirámide jerárquica. Siempre prestamos servicio en régimen de dedicación exclusiva, 
salvo autorización expresa para ejercer docencia universitaria, sin limitación de la jornada y, en muchos 
casos, con turno permanente. Tenemos obligación de radicación en la localidad donde tenga asiento la 
sede de destino o de vivir en un radio de tolerancia razonable. Todo ello conforme a las diversas 
normas que asignan competencia en todas las categorías: delitos, faltas, violencia doméstica, 
vulneración de derechos de niños, niñas y adolescentes, incapaces, etcétera. 


La capacitación permanente es un mandato ético y actualmente, además, normativo 
reglamentado a través del CEJU. Los traslados y ascensos que se generan por necesidades del 
servicio implican ser calificados por los superiores procesales, es decir, aquellos que entienden en 
segunda instancia, también por los abogados en ejercicio a través del Colegio de Abogados del 
Uruguay y sus filiales y por los méritos obtenidos: capacitación, docencia, investigación, publicaciones, 
integración de comisiones, labor social, etcétera. Se aprende a conocer el país, sus habitantes, sus 
diferentes culturas; se vive integrado a una comunidad a la que se sirve en un proceso que lleva años 
recorriendo la República. Esta carrera judicial que se construye gradualmente garantiza la 
independencia del Poder Judicial. No es lo mismo resolver cuestiones sensibles en pequeñas 
comunidades, donde la exposición es mayor, a hacerlo en la capital; así se templa un carácter. No es 
igual tener que resolver conflictos que muchas veces tienen más componentes socioculturales que 
jurídicos, que dedicarse a los grandes debates teóricos que se plantean en instancias superiores de la 
pirámide. Se aprende también a respetar desde sus diversas facetas el acceso de todas las personas a 
la justicia, sin importar la envergadura de su petición. La dedicación exclusiva le impide al juez 
vincularse con grupos de interés o presión, y alimenta una vocación de servicio por años, con la 
obligación de capacitarse en todas las áreas dado los traslados que se disponen. 


Las exigencias para ingresar a la judicatura a través del Centro de Estudios Judiciales 
delimitan el perfil del juez. Para acceder a la carrera judicial, se deben sortear exitosamente exámenes 
de conocimiento y sicológicos. Durante la formación del aspirante se promueve la capacitación técnica 
y actitudinal mediante la participación en módulos a cargo de magistrados y abogados en ejercicio. 
Como expresé anteriormente, los conocimientos teóricos y la trasmisión de las experiencias de vida 
que los calificados profesores nos comparten, son de gran utilidad a la hora de comenzar el ejercicio 
efectivo de los cargos de menor jerarquía. Para el nombramiento de los ministros de la Suprema Corte 
de Justicia y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, la Constitución nacional dispone que 
compete a la Asamblea General esta tarea dentro de los noventa días de producida la vacancia. Si así 
no se hiciere, quedará automáticamente designado el miembro del Tribunal de Apelaciones con mayor 
antigúedad en el cargo. Como puede verse, el constituyente privilegia la carrera judicial. La Asamblea 
General ha optado por seguir el criterio supletorio que la Constitución prevé designando jueces de 
carrera o bien dejando transcurrir el plazo constitucionalmente previsto. Seguramente se consideró que 
el conocimiento durante la larga carrera judicial, unido a la experiencia y al entrenamiento del ejercicio 
de la función judicial constituyen un capital difícilmente sustituible en la enjundia académica, la retórica, 
etcétera. Es de destacar que, en la actualidad, todos los ministros de los tribunales de apelaciones han 
sido propuestos para ocupar tales cargos por integrar las listas de ascenso y luego han contado con la 
venia de la Cámara de Senadores. 


En el pasado, hubo una iniciativa política de designar a dos ilustres procesalistas que no 
ejercían la judicatura, como lo fueron los doctores Enrique Tarigo y Enrique Véscovi. Sin embargo, 
ambos declinaron aceptar tal posibilidad porque entendieron que la carrera judicial es un requisito 
indispensable para desarrollar en debida forma el cargo de ministro de la Suprema Corte de Justicia o 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Como ya se dijera en la nota referida, la experiencia jurisdiccional no solo capacita y deja 
sedimentos que quedan después del hacer y no solo del saber, sino que moldea la personalidad del 
juez templando su carácter. No basta con saber derecho. Un buen juez no se forma en un día o en 
poco tiempo; mucho menos se forma de un día para otro un magistrado que debe desempeñarse en el 
órgano supremo del Poder Judicial o en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. A las virtudes del 
buen juez, un miembro de la Suprema Corte de Justicia debe adicionar el conocimiento de la 
estructura, organización, recursos humanos y materiales y funcionamiento del Poder Judicial, para todo 
lo cual es aconsejable la pertenencia al sistema por un tiempo considerable. 


Culminando mi exposición, es dable mencionar que en la reunión anual de la Federación 
Latinoamericana de Magistrados, celebrada en Perú en abril de este año, nuestros colegas 
iberoamericanos hicieron saber a los delegados de esta asociación su admiración por la forma en que 
el Parlamento nacional designa a los ministros de la Suprema Corte de Justicia, por ser un mecanismo 
que garantiza la independencia de la justicia y el respeto de la carrera judicial. 


Agradezco la atención prestada. 


SEÑORA CAYEUX.- Soy juez letrado de tercer turno del departamento de Treinta y Tres. 


En la independencia judicial se sustenta toda república. Por eso, es importante destacar ante 
los honorables legisladores la importancia de la separación de poderes como garantía republicana, así 
como la necesidad de asegurar la independencia de cada poder del Estado como garantía 
democrática. Sin embargo, resulta menester que más allá de mantenerlo como un título pueda ser 
desarrollado como un concepto vivo. El Poder Judicial, por esencia, debe ser independiente, cuestión 
necesaria para el sano equilibrio con los otros dos poderes del Estado. En efecto, la asignación 
primordial de la función jurisdiccional a este poder del Estado permite la especialización de quien la 
ejerce. Por ello juzgamos y hacemos ejecutar lo juzgado con independencia, imparcialidad, 
fundamentación y convicción razonada. La independencia de la justicia debe preservarse desde el 
cargo de menor jerarquía hasta el más alto, porque la carrera judicial se encuentra necesariamente 
conectada con el principio de independencia. Cabe destacar que Uruguay es el país mejor ubicado de 
la región en el ranking de independencia judicial según el Reporte Global de Competitividad 2013-2014 
realizado por el Foro Económico Mundial y ocupa el 25” lugar entre las 148 naciones encuestadas. 


Otro elemento a considerar es la transparencia de la función pública. Los jueces de la 
república somos de los pocos funcionarios públicos que tienen mecanismos de control muy variados. 
La dedicación exclusiva concentra el control de los ingresos. La Junta de Transparencia y Ética Pública 
nos cuenta entre los funcionarios públicos obligados a realizar declaraciones juradas bianuales. Hemos 
sido declarados personas políticamente expuestas reguladas en la Ley N* 17.835, lo que implica la 
existencia de controles especiales. 


En el aspecto funcional, las normas establecen plazos para la ejecución de nuestra labor, sea 
aprobar resoluciones de mero trámite, convocar audiencias, dictar sentencias interlocutorias o 
definitivas, elevar expedientes a tribunales superiores, lo que implica un contralor de lo actuado por 
operadores internos, externos y justiciables. Los sistemas de gestión electrónica, de consulta en la red 
y aplicaciones para dispositivos móviles facilitan un seguimiento constante de nuestro trabajo. 


La Universidad de la República y el Colegio de Abogados del Uruguay, a través de su 
representación en la Comisión Directiva del Centro de Estudios Judiciales del Uruguay, participan en la 
implementación de cursos de formación y capacitación permanente. El actual sistema de calificación de 
Jueces, como ya se dijo, tiene como uno de los factores a considerar las valoraciones efectuadas por 
el Colegio de Abogados de cada departamento. Tampoco puede perderse de vista que toda decisión de 
un juez lleva su firma y queda registrada en documentos públicos de consulta pública y acceso 
prácticamente irrestricto, salvo circunstancias legales de reserva. Nuestro deber de radicación en el 
lugar donde tiene asiento la Sede, salvo autorizaciones especiales, y la obligación de asistencia diaria 
a nuestros despachos, nos hace funcionarios públicos fácilmente ubicables. Nuestras resoluciones 
deben ser fundadas, con una argumentación razonada. 


Como puede verse, todo lo indicado converge hacia la transparencia de nuestra gestión. La 
opacidad no solo perjudica al propio operador sino que lo distancia de la persona a la que sirve y, en 
definitiva, lo distancia de la Justicia. 


Los procesos en régimen de audiencias garantizan a la población el derecho a tener "su día 
ante el Tribunal", ante un juez con el cual interactúa. El país de América en el que más se confía en el 
sistema judicial es Canadá, con un 58,3%, seguido por Uruguay con 54,1%. En tercer lugar está Costa 
Rica, con un 53% y cuarto, Estados Unidos, con 52,1%. Así se ha dicho en la última edición del 
Barómetro de las Américas —Proyecto de Opinión Pública de América Latina, LAPOP-—, señalando 
además que los cuatro países mencionados tienen democracias consolidadas, con sistemas de 
partidos que funcionan y que están vigentes desde hace muchos años, con un compromiso 
institucional de defender la división de poderes. Gracias por la atención. Le cedo la palabra al doctor 
Emilio Baccelli. 


SEÑOR BACCELLI.- Buenas tardes. 


Los fundamentos expresados precedentemente nos llevan a concluir que nuestra Asociación 
no tiene objeciones que formular a que el Parlamento, si lo considera del caso, establezca un 
procedimiento de análisis de los méritos y condiciones que deben revestir los magistrados que sean 
designados para ocupar las vacantes que se generen en la Suprema Corte de Justicia y el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, tal como lo proponen las organizaciones sociales peticionantes. Ello 
siempre y cuando no se violenten los principios antedichos: independencia, transparencia y carrera 
judicial, los que constituyen pilares fundamentales de todo Estado de Derecho. 


Sin embargo, entendemos que el proyecto del Colegio de Abogados del Uruguay no respeta 
la carrera judicial y podría perjudicar la independencia y transparencia de las que gozamos. Mediante 
el llamado público a interesados en postularse a los cargos de ministro de la Suprema Corte de Justicia 
o del Tribunal de lo Contencioso Administrativo se alienta el ingreso a los máximos órganos de Justicia 
de personas que no pertenecen al sistema. Si bien la Constitución habilita a la Asamblea General a 
designar a cualquier ciudadano que cumpla los requisitos establecidos para desempeñar dichos 
cargos, quien no haya recorrido el derrotero necesario para adquirir la experiencia debida, carecerá de 
herramientas indispensables para su buen desempeño. Como se dijo antes, para ser un buen juez se 
requieren horas de trabajo, estudio, vínculo con los abogados en audiencia, con los justiciables, con 
diversos actores sociales y con otros jueces. Ninguno de los presentes somos los mismos jueces que 
éramos el día que juramos para desempeñar nuestros primeros cargos. Por otra parte, el ejercicio de 
dichas altas funciones requiere el referido conocimiento interno del sistema, que seguramente le es 
ignoto a quien no se encuentre inmerso en él. 


A diferencia de otros sistemas extranjeros, el modelo uruguayo es el del juez de carrera: el 
abogado que luego de presentarse a un llamado público y aprobar las evaluaciones psicológicas y de 
conocimiento, realiza el curso de preparación para la judicatura y, una vez designado, inicia su largo 
peregrinar por el interior de la República hasta llegar a la capital. Resulta que en todas y cada una de 
esas etapas es evaluado por los técnicos y docentes del Centro de Estudios Judiciales del Uruguay, los 
foros de los abogados de los diversos destinos, otros jueces de mayor jerarquía y por la opinión pública 
que tiene acceso a las resoluciones. Es en ese proceso que se legitima la tarea del juez, que forma 
parte de un poder contramayoritario, a diferencia de los funcionarios de los otros poderes, que son 
elegidos por la ciudadanía al sufragar. 


Mediante la confección de las listas previstas en la Acordada N* 7192, de las que participan 
los abogados a través del Colegio de Abogados del Uruguay, así como la Universidad de la República, 
se indican cuáles de los jueces en ejercicio se encuentran mejor calificados para el ascenso. Al llegar el 
momento de considerar al juez para asumir el cargo de ministro de Tribunal de Apelaciones, el 
constituyente quiso que algunos de los representantes del soberano, los señores senadores, dieran su 
venia. En definitiva, son varias las oportunidades y vías por las cuales la opinión de la sociedad y de 
los interesados es oída durante el proceso, no siendo necesario, a nuestro criterio, la importación de 
soluciones extranjeras que se integran a sistemas de selección de jueces que no son de carrera, como 
por ejemplo: nombramiento por el Poder Ejecutivo o elecciones por votación, como en Argentina o en 
los Estados Unidos de América. 


Las sugeridas "audiencias públicas" exponen innecesariamente al candidato a brindar 
opinión sobre temas jurídicos, pero también filosóficos y políticos, conducta expresamente vedada al 
juez por la ley y por el más elemental de los principios que rige su ética, la independencia, su esencia 
misma. Asimismo, se desconoce el tenor de las "eventuales preguntas" previstas en la propuesta que 
podrían realizar los miembros de la proyectada Comisión. Y más aún, resulta poco clara la finalidad de 
dicho interrogatorio evaluatorio. A nuestro criterio, se cae en un falso silogismo al pensar que este 
sistema coadyuvará a la transparencia del proceso de selección de los ministros de los máximos 
tribunales, pues a través de la solución planteada por el Colegio de Abogados del Uruguay, 
seguramente, no solo será mayor el conocido lobby que se busca erradicar, sino que existe un claro 
riesgo de atentar contra el principio de separación de poderes tan arraigado en nuestro sistema. Mucho 
nos tememos que la instancia instructoria pretendida pueda adquirir desafortunadas connotaciones 
político-partidarias. No se puede, en aras de una pretensa "democratización" del Poder Judicial, 
desconocer los principios ontológicamente ínsitos en la función jurisdiccional. 


Agradezco vuestra atención y dejo en uso de la palabra al señor vicepresidente de la 
Asociación para que concluya nuestra exposición. 


SEÑOR SEIJAS.- A modo de conclusión, podemos establecer lo siguiente. 


En primer lugar, valoramos como altamente positiva esta comparecencia y los legítimos 
reclamos de las organizaciones sociales y del Colegio de Abogados del Uruguay, más allá de que los 
compartamos o no. 


En segundo lugar, se reclama respeto a la independencia del Poder Judicial, a la 
transparencia de toda función pública y a la carrera judicial como garantías de acceso a una justicia de 
calidad, eficiente y eficaz. En este tópico, entendemos que la Suprema Corte de Justicia y el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo deben seguir siendo integrados por jueces y juezas de carrera, como 
garantía de imparcialidad, independencia, cristalinidad y, en definitiva, justicia. No se advierte que el 
procedimiento de designación seguido hasta ahora haya sido inconveniente. Pese a que el sistema es 
perfectible, en los nombramientos de los magistrados de la Corte y otros tantos del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo que se han efectuado en la historia de nuestro país, no se han vislumbrado 
reparos atribuibles al órgano encargado de hacerlo, que es la Asamblea General. Con esto queremos 
decir que no se ha denunciado que ningún legislador o grupo político se haya visto beneficiado por 
votar a favor de uno u otro Juez. Eso hace que deba valorarse la rica historia que en este punto posee 
Uruguay, extremo que se refleja en las mediciones internacionales apuntadas. 


En tercer lugar, nuestra defensa de la carrera judicial no va en desmedro de privilegiar la 
mejora de gestión, el fortalecimiento de espacios de diálogo existentes o a generarse y la inversión 
necesaria en los recursos humanos y materiales de este Poder. 


Por último y tal vez más importante, para nosotros es un valor intrínseco a la función el 
derecho a ser oído. Agradecemos especialmente que ustedes nos hayan permitido ejercer tal garantía. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación su concurrencia. 
Muchísimas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Magistrados del Uruguay) 


-No tenemos más delegaciones, por lo que corresponde continuar con el tratamiento del segundo 
punto del orden del día. 


SEÑOR PENADÉS.- Tenemos que ser muy claros en este asunto. En algún momento debemos 
contestar el derecho de petición, sin perjuicio de llevar adelante una discusión con respecto al fondo de 
la cuestión que tiene relación con los mecanismos por los cuales la Asamblea General procedería a la 
designación de los miembros de la Suprema Corte de Justicia y el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


Por lo tanto, luego de que los integrantes de las bancadas partidarias tomen posición una vez 
que hayan escuchado a las delegaciones y leído el derecho de petición, deberíamos fijar un día para 
iniciar la discusión del asunto. Me parece que en el día de hoy no vamos a poder avanzar mucho más. 


SEÑORA GELMAN.- Comparto lo expresado por el señor legislador Penadés 


Creo que en la próxima reunión de la Comisión podríamos comenzar la discusión, sin 
perjuicio de que en transcurso de este tiempo surja la posibilidad de invitar alguna otra delegación. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero llamar la atención sobre una cuestión formal. 


Desde el punto de vista jurídico, la petición establece que se proceda a la creación de una 
comisión especial bicameral con determinadas competencias. En ese sentido, cabe preguntarse si es 
necesario crear una comisión bicameral o si el asunto puede ser considerado por esta Comisión. Para 
responder al derecho de petición quizás alcanzaría con decir que agradecemos la iniciativa, que será 
considerada por la Comisión de Constitución y Legislación. Creo que con eso cumpliríamos con la 
parte formal y legal del asunto y después seguiríamos discutiendo el tema. Es competencia de la 
Comisión de Constitución y Legislación y por ende no vamos a crear una comisión especial bicameral, 
sino que todo lo que se señala en los literales a), b), c), d) y e) del numeral 2 de la petición será 
estudiado en nuestra Comisión. 


De esta forma, cerramos legalmente el derecho de petición, que pertenece a los ciudadanos, 
y seguiríamos trabajando en esta Comisión de Constitución y Legislación. 


SEÑOR PENADÉS.- Coincido plenamente con lo manifestado por el legislador Bordaberry, ya que esta 
Comisión se creó con el objetivo de considerar este tema. O sea que uno de los motivos por el que se 
creó esta Comisión fue analizar a través de un diálogo entre representantes de todos los partidos 
políticos la designación de algunas de las vacantes de la Suprema Corte de Justicia y del Tribunal de 
los Contencioso Administrativo y se nos adelantó la llegada de este derecho de petición. Por lo tanto, 
se constituyó esta Comisión antes de que ingresara el derecho de petición. 


Así que la presidenta podría comunicar que la petición ha sido escuchada, se creó la 
Comisión y, como bien dijo el legislador Bordaberry, en las próximas semanas estaremos trabajando en 
el asunto. No obstante, se pude dar respuesta al derecho de petición. 


SEÑORA VÁZQUEZ VARELA.- En la misma línea de los legisladores Bordaberry y Penadés, me 
parece innecesario crear otra Comisión porque creo que con esta alcanza y sobra para responder el 
derecho de petición presentado. 


SEÑOR COITIÑO.- En la documentación que se repartió aparece una nota del Colegio de Abogados 
solicitando ampliar la intervención que tuvieron en una Comisión del Senado y nos gustaría tener la 
oportunidad de oír ese planteo, antes de llevar a cabo la sugerencia del legislador Bordaberry, porque 
nos permitiría realizar una reflexión partidaria sobre el asunto. 


SEÑORA GELMAN.- Estoy de acuerdo con el legislador Coitiño. 


El asunto tiene la suficiente trascendencia como para no agotar la respuesta en una cuestión 
meramente formal. Antes de dar una respuesta, me gustaría tener una discusión sobre el asunto que 
abarque esa cuestión. 


SEÑORA MOREIRA.- Vistos todos los literales que tiene la petición sobre las competencias 
específicas que tendría esta Comisión y más allá de considerar de recibo la propuesta del legislador 
Bordaberry de que esta Comisión, que es bicameral, sea la que estudie la petición, no lo despacharía 
con una formalidad, sino que propongo que para la próxima reunión hagamos un estudio más 
profundo. 


Hay dos cuestiones distintas. Una es si vamos a construir una iniciativa legal específica 
destinada a asegurar un procedimiento distinto de nombramiento de los magistrados, y la otra es si la 
Comisión pone en acto este procedimiento para la elección de estas personas. Son dos cuestiones 
distintas, y como sé que hubo iniciativas legales —me refiero a una ley específica—, creo que tenemos 
que considerarlas por separado. 


En ese sentido, propongo que todavía no se despache formalmente dando cuenta de la 
petición, sino que pondría esta cuestión a consideración. Soy partidaria de una iniciativa legal y que 
esta Comisión pudiera operar como un receptor de postulaciones. Me gustaría que tuviéramos una 
iniciativa legal, pero creo que es parte de la competencia de la Comisión, que va más allá de recibir el 
derecho de petición, sino que corresponde estudiar si vamos a tener una iniciativa legal como la que 
presentó en su momento el Colegio de Abogados y le dimos estado parlamentario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por lo que planteaba el señor legislador Carlos Coitiño, ya el Colegio de 
Abogados concurrió el 14 de marzo de 2016. El proyecto de ley que ellos presentaron, que es una de 
las posibilidades, es algo distinto al que nosotros estamos considerando. 


Lo que corresponde, como Comisión —lo consulté con la Secretaría— es que hagamos un 
informe para elevar a la Asamblea General. En virtud de las distintas posturas que han quedado 
planteadas en el día de la fecha, corresponde que en la próxima reunión tratemos el tema, analicemos 
en las diferentes bancadas cuál es el tratamiento que continuaremos dándole y, si les parece, nos 
convocamos para plantearlo en la próxima reunión. 


Hoy entró otro derecho de petición: "Solicitud de ciudadanos de distintas asociaciones 
relacionada con la designación de la Comisión para integrar el Consejo de Comunicación Audiovisual, 
de acuerdo con los artículos 74 y 75 de la Ley N* 19.307, de 29 de diciembre de 2014". Fue repartido, 
lo dejamos como asunto entrado y a consideración de los señores y señoras legisladores. 


Si no hay más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 12). 
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